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DERECHOS AL HABEAS DATA, DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO, MÍNIMO VITAL Y SEGURIDAD SOCIAL / ACTUALIZACIÓN DE LA HISTORIA LABORAL Y REVISIÓN DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO PARA DETERMINAR “EVENTUAL” RECONOCIMIENTO PENSIONAL. [L]as prerrogativas constitucionales reclamadas por la accionante deben ser amparadas, pues como quedó claro en el análisis abordado en precedencia, los efectos de la mora patronal, que ya fueron reconocidos al interior de un proceso ordinario, no pueden trasladársele a ella de forma negativa, máxime cuando tal circunstancia implica un evidente entorpecimiento a la gestión de los trámites para el estudio de su pensión de vejez, lo que de contera se traduce en una transgresión de sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social. Corolario de lo anterior, se habrá de revocar la decisión evaluada, para en su lugar tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital y seguridad social de la señora Aliria Montoya Grisales, para de esta manera ordenarle a Colpensiones que en el término de 72 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a actualizar la historia laboral de la actora, conforme a los aportes realizados en su favor por la señora María Clemencia Cardona García, y en consecuencia, proceda a iniciar las actuaciones administrativas del caso tendientes al eventual reconocimiento del derecho al disfrute de una pensión de vejez deprecada por la accionante.   
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Aprobado por Acta No. 1156 del 26 de octubre de 2017. H: 3:00 p.m. 
	Radicación: 
	660013187004 2017 00036 02

	Procedencia: 
	Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

	Accionante: 
	Aliria Montoya Grisales 

	Accionado: 
	Colpensiones

	Decisión: 
	Revoca y tutela 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora ALIRIA MONTOYA GRISALES, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, mediante el cual decidió negar la protección constitucional reclamada por ella en contra de Colpensiones. 

ANTECEDENTES:

Manifestó la señora Aliria que desde el 1º de junio de 1977 se encuentra afiliada a la Seguridad Social en Pensiones, ante el ISS hoy Colpensiones. 

En el período comprendido entre el 1º de junio de 1994 hasta el 30 de octubre de 2002 laboró como empleada del servicio doméstico, teniendo como empleadora a la señora María Clemencia Ocampo García, y durante ese lapso de tiempo siempre cotizó al sistema de salud, pero no al de pensiones. 

Teniendo en cuenta lo anterior, una vez terminó su relación laboral promovió un proceso ordinario en contra de la mencionada empleadora, en busca de que realizara los aportes al sistema de seguridad social en pensiones.

El asunto fue resuelto por el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales, Despacho que resolvió condenar a la señora María Clemencia Ocampo de García al pago de los aportes en seguridad social en pensiones, con sus correspondientes intereses. 

Han transcurrido dos años desde la ejecutoria de la aludida decisión, y el pago ordenado en la misma ya se realizó. 

En la historia laboral obtenida a través de la página de internet de Colpensiones el 5 de abril de 2016, se observa que dichos pagos fueron tenidos en cuenta para ese momento, arrojándose un total de 1.100.71 semanas cotizadas. Sin embargo, al consultar por el mismo medio el historial de cotizaciones en el mes de marzo del año avante, sólo le aparecen registradas 727.57 semanas, desconociendo los aportes que se ordenaron pagar por medio de la sentencia laboral. 

Al acercarse a la oficina de Colpensiones le indican que no había relación laboral con ese empleador, por lo tanto no se le tendrían en cuenta dichos aportes, y que por el contrario, podía solicitar la devolución de los mismos.   

PRETENSIONES:
Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó la accionante que se ordene a Colpensiones incluir en su historia laboral las semanas comprendidas entre el 1º de junio de 1994 y el 30 de octubre de 2002, tal como fueron reconocidas en la sentencia proferida el 28 de septiembre de 2002 por el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas de Pereira.   

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, Despacho en el cual se profirió sentencia el día 12 de junio de 2017, en la que se resolvió declarar improcedente la solicitud de amparo invocada por la señora Montoya Grisales; dicha decisión fue objeto de impugnación por parte de la actora, y arribó a esta Colegiatura, donde se resolvió por medio de auto del 27 de julio de 2017 decretar la nulidad del fallo, ello por cuanto se estimó necesaria la vinculación a este asunto de la señora María Clemencia Ocampo García, quien fungió como empleadora de la accionante en el tiempo de la prestación de los servicios laborales que pretender ver reflejados en su historia la señora Aliria. 

Así las cosas, por medio de auto del 2 de agosto del año avante, el Juzgado de primer nivel acogiéndose a tal disposición procedió a la vinculación de la mencionada señora.   

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez cognoscente decidió nuevamente declarar improcedente la solicitud de amparo invocada, al encontrar que no se cumplió por parte de la actora el requisito de subsidiariedad que se exige para la procedencia de la acción de tutela, toda vez que tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial, no sólo ante la jurisdicción ordinaria, sino que en la vía gubernativa tiene la posibilidad de efectuar la respectiva reclamación ante Colpensiones, tal como lo contempla la Ley 1581 de 2012. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión de primera instancia, la señora Aliria Montoya Grisales allegó un escrito mediante el cual impugnó la decisión. 

Su escrito básicamente constituye una reiteración de los argumentos esgrimidos inicialmente para fundamentar su solicitud, en los cuales expone que durante el tiempo laborado para la señora María Clemencia Ocampo de García, dicha empleadora incumplió su deber de efectuar cotizaciones ante el sistema general de seguridad social en pensiones, lo cual la obligó a acudir ante la jurisdicción ordinaria laboral para que se le diera una solución en derecho, refiere entonces que al haberse accedido a sus pretensiones por medio de aquella demanda ya agotó los medios de defensa que tenía a su alcance, y no encuentra coherencia en que deba ser ella quien nuevamente active otro tipo de acción judicial para el cumplimiento por parte de Colpensiones de esa decisión.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico: 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, o si por el contrario, lo resuelto por parte del Juez de primer nivel se encuentra ajustado a derecho conforme a las pruebas arrimadas al expediente.
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Como bien es sabido, uno de los requisitos obligatoriamente exigibles para la procedencia de la solicitud de amparo constitucional, consiste en que el accionante haya agotado previamente los mecanismos ordinarios y extraordinarios de defensa judicial que se encuentren a su alcance para conjurar el daño que presuntamente se le ha causado, o se le pudiere llegar a causar sin la intervención del juez constitucional. 
De acuerdo a la anterior premisa, la Sala parte de una certeza que se encontró demostrada conforme a la información obrante en el expediente, y es que la señora Aliria Montoya Grisales, en efecto, acudió ante la jurisdicción ordinaria laboral para solucionar el problema suscitado con relación a la imposibilidad de obtener su reconocimiento a una pensión de vejez, toda vez que una de sus antiguas empleadoras, quien era la señora María Clemencia Ocampo de García, se abstuvo de realizar aportes en pensión mientras ella prestaba sus servicios como empleada doméstica para ella. 
Tal controversia tuvo su fin ante la decisión de un Juez laboral, quien después del respectivo análisis de los acontecimientos puestos en su conocimiento, concluyó que efectivamente entre las señoras Aliria Montoya Grisales y María Clemencia Ocampo García existió un contrato de trabajo desde el 1º de junio de 1994 hasta el 30 de octubre de 2002, lo que declaró mediante proveído del 28 de junio de 2012, así las cosas, y en virtud de que la señora Ocampo García nunca cotizó lo correspondiente a los aportes pensionales de su trabajadora, se le obligó en esa instancia judicial a que pagara al ISS los aportes correspondientes a todo el período de vinculación laboral.
          
Atendiendo las afirmaciones hechas por la señora María Clemencia Ocampo García tras su vinculación, y corroborándolo con las pruebas aportadas por la señora Aliria Montoya Grisales, encuentra esta Corporación que en lo concerniente al pago de los aportes pensionales adeudados, como fuere ordenado en la instancia ordinaria laboral, ya se llevó a cabo, así se refleja en la historia laboral obrante a folio 5 del expediente, que arroja un total de 1.100.71 semanas cotizadas al SGSSP, donde se incluyen los aportes realizados por la señora María Clemencia, aunado a ello, la mencionada empleadora aseveró (folio 47) que ya procedió dicho pago, el cual incluso comprendió los intereses moratorios en la administradora de pensiones Colpensiones, a favor de la señora Montoya Grisales.      
También se encuentra acreditado, y contrario a lo aseverado por Colpensiones, que la señora Aliria ya efectuó la correspondiente solicitud de corrección de historia laboral, así se observa con claridad en el folio 28 del expediente, donde reposa a respectiva respuesta que al respecto le brindó la administradora de pensiones. 

De este modo, y ante el claro panorama en que nos encontramos en este momento, la Colegiatura considera que tal como lo ha expuesto la petente, la Administradora Colombiana de Pensiones se encuentra transgrediendo sus derechos fundamentales, en especial al habeas data, debido proceso administrativo, mínimo vital y seguridad social, pues pese a ser una aspirante probable para pensionarse por vejez, se le ha impedido la realización del estudio del cumplimiento de los requisitos legales para ello, bajo una excusa que resulta completamente insustancial, y es que no haya existido afiliación a Colpensiones para los ciclos que se pretenden corregir. 

No obstante, tal aserción puede ser fácilmente desvirtuada con lo dicho por el Juez laboral en su momento, quien al efectuar un acucioso estudio de la situación ordenó que se pagara al extinto ISS, hoy administrado por Colpensiones, los aportes dejados de pagar durante ese período, y no sólo eso, sino que se reflejan en la historia laboral de la señora Aliria Montoya Grisales cotizaciones realizadas con anterioridad a su vinculación con la señora María Clemencia, mírese que hay algunos efectuados en el año 1977 por parte de un empleador diferente, lo que afirma que sí se encontraba afiliada al SGSS.
Aunado a lo anterior, no puede pasarse por alto que en atención al principio del respeto por el acto propio y el de confianza legítima, no le es dado a la administradora de pensiones proceder, sin mediar explicación alguna, a modificar de forma negativa los reportes que reposan en la historia laboral de uno de sus afiliados, máxime cuando ellos se habían reflejado de forma positiva en el caso de la señora Montoya Grisales obedeciendo a lo dictaminado por una orden judicial.  Al respecto ha dicho la H. Corte Constitucional que: 

“Una de ellas es la Sentencia T-208 de 2012[56], que protegió los derechos al mínimo vital y a la seguridad social de una mujer a la que el Instituto de los Seguros Sociales le denegó el reconocimiento de su pensión sobre la base de que contaba con un historial de cotizaciones inferior al que la propia entidad había certificado previamente.

El fallo insistió en las responsabilidades intrínsecas al tratamiento de los datos consignados en las historias laborales y advirtió sobre el carácter vinculante que adquieren las certificaciones relativas al cumplimiento del requisito de densidad de cotizaciones frente a las decisiones que las administradoras adopten, posteriormente, respecto de los derechos pensionales de sus afiliados. Al respecto, la providencia resaltó lo siguiente:

“Cuando dicha entidad emite un pronunciamiento de resumen de semanas cotizadas por el empleador, correspondiente a la historia laboral, ha de entender que en principio dicha información la ata, salvo que proceda jurídicamente para controvertirla, pues a partir de ésta el receptor se crea una expectativa en torno al reconocimiento de su pensión, siendo éste un acto que expone la posición de la entidad frente a la relación jurídica en cuestión. Así las cosas, en un momento posterior no puede afirmar sin justificación alguna que la persona cotizó menos semanas de las certificadas, puesto que si bien tiene el derecho de revisar sus archivos, lo cierto es que termina siendo una conducta contradictoria que atenta contra la honestidad y lealtad con la que han de cumplir sus funciones, pues ha generado en otro la expectativa del reconocimiento de su pensión.

Por lo tanto, se ha de entender que las certificaciones que haga la entidad acerca de las semanas cotizadas en pensiones la vinculan, en principio, por haber creado una expectativa en el receptor de la información. Por tanto, al resolver las solicitudes de pensión en un momento posterior ha de tener en cuenta la información que allí quedó consignada, teniendo el deber de no retractarse de las semanas cotizadas que ya había reconocido, es decir, no pudiendo afirmar que son menos de las inicialmente reconocidas, salvo que encuentre una justificación bien razonada para proceder de manera contraria. (…)”.”

Así mismo, ha sostenido la Máxima Guardiana Constitucional que la mora en el pago de los aportes pensionales por parte del empleador no es una excusa de la que se pueda valer la administradora de pensiones para entorpecer los trámites de reconocimiento pensional, pues justamente uno de sus deberes se circunscribe en adelantar gestiones tendientes al pago de esos aportes: 
“35. El éxito de la gestión que deben cumplir las administradoras de pensiones como responsables de la guarda, custodia y tratamiento de la información consignada en las historias laborales de sus afiliados depende, en gran medida, de que los empleadores cumplan con su deber de consignar los aportes pensionales de sus empleados en la oportunidad prevista para ello. Tal circunstancia, sin embargo, no exime a esas entidades de perseguir el pago de esos aportes a través de las vías correspondientes.

Las amplias facultades que el legislador les atribuyó con ese objeto impiden que los efectos del pago extemporáneo de esas cotizaciones se les trasladen a los afiliados. Esta corporación ha sido enfática al respecto. En su criterio, la mora del empleador en el pago de los aportes no puede justificar retrasos  ni inconsistencias en el trámite  de reconocimiento de las prestaciones económicas que amparan las contingencias cubiertas por el Sistema de Seguridad Social. El traslado efectivo de los aportes a la cuenta del afiliado no puede convertirse, tampoco, en un obstáculo para efectuar tal reconocimiento.

36. Existe, en efecto, una regla jurisprudencial consolidada respecto de la imposibilidad de trasladarles a los trabajadores las consecuencias negativas de la mora del empleador y de la falta de gestión de las administradoras en el cobro de los aportes. Tal regla ha sido estructurada considerando que el sistema de pensiones opera sobre la base de una relación tripartita, a cuyas partes –trabajador, empleador y administradoras de pensiones- les fueron atribuidas responsabilidades concretas. 

Los trabajadores son los beneficiarios de las prestaciones económicas amparadas por el sistema. En tal condición, su rol se restringe a la acreditación de los presupuestos legales de acceso a cada una de ellas. A los empleadores, por su parte, se les responsabilizó del pago de su aporte y del de los trabajadores a su servicio. Eso implica que deban descontar del salario de sus empleados el monto de la cotización que les corresponda y trasladar tales sumas a la administradora, junto con las que a ellos les corresponden, dentro de los plazos previstos por el gobierno.[61] Las administradoras deben recibir los aportes efectuados por el empleador –o por el trabajador, si es independiente-, cobrar los pagos que el empleador o el trabajador independiente no efectúen en los plazos contemplados para ello[62] y reconocer las pensiones, cuando efectivamente se causen.

(…)
38. En ese orden de ideas, la Corte ha concluido que son las administradoras de pensiones las llamadas a asumir los efectos que puedan derivarse del retraso o de la falta de pago de los aportes a pensiones. Su tarea, ante tales circunstancias, consiste en desplegar los instrumentos jurídicos que fueron puestos a su disposición para asegurar que los aportes de sus afiliados se consignen efectivamente.

Al margen de lo que pueda ocurrir al respecto, no pueden ser los trabajadores quienes asuman los efectos de la falta de pago de esos aportes. Dejar de reconocer una pensión sobre el supuesto de que las cotizaciones no se han efectuado equivaldría a trasladarle a la parte más débil de la relación tripartita de la que participan los trabajadores, los empleadores y las administradoras de pensiones las consecuencias de la negligencia de quienes, en contrapartida, ostentan la posición más fuerte. En ese orden de ideas, la Corte ha mantenido una jurisprudencia pacífica acerca de la inoponibilidad de la mora patronal, de cara al reconocimiento y pago de prestaciones económicas, como la pensión de vejez.[65]”

Además, concluyó más adelante esa Alta Corporación que: 

“En ese orden de ideas, la Sala estudiará la satisfacción de esa exigencia en el caso concreto considerando lo siguiente:

a) No son los afiliados, sino las administradoras de pensiones, las que cuentan con las herramientas necesarias para perseguir el pago de los aportes pensionales adeudados por los empleadores;
b) La mora patronal es, por lo tanto, inoponible al trabajador. El hecho de que un empleador haya retrasado el pago de las cotizaciones no conduce a excluir dichos periodos de la historia laboral ni a denegar, sobre ese supuesto, el reconocimiento de pensión de vejez.
c) La cotización y el derecho a la pensión se causan en la medida en que el trabajador haya prestado el servicio. Si acreditó los requisitos de edad y semanas de cotización, adquiere el derecho a la pensión, al margen de que existan aportes pendientes de pago.
d) La renuencia de una entidad administradora a contabilizar cierta cantidad de aportes sobre el supuesto de que no han sido cancelados por el empleador, de que fueron pagados de forma extemporánea o de que tienen el carácter de deuda incobrable  constituye una infracción de su deber de consignar información veraz y completa en las historias laborales y genera, además, la infracción de los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social de quien reclama la pensión.”

Lo dicho hasta ahora, le permite a esta Corporación concluir que las prerrogativas constitucionales reclamadas por la accionante deben ser amparadas, pues como quedó claro en el análisis abordado en precedencia, los efectos de la mora patronal, que ya fueron reconocidos al interior de un proceso ordinario, no pueden trasladársele a ella de forma negativa, máxime cuando tal circunstancia implica un evidente entorpecimiento a la gestión de los trámites para el estudio de su pensión de vejez, lo que de contera se traduce en una transgresión de sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social. 
Corolario de lo anterior, se habrá de revocar la decisión evaluada, para en su lugar tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital y seguridad social de la señora Aliria Montoya Grisales, para de esta manera ordenarle a Colpensiones que en el término de 72 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a actualizar la historia laboral de la actora, conforme a los aportes realizados en su favor por la señora María Clemencia Cardona García, y en consecuencia, proceda a iniciar las actuaciones administrativas del caso tendientes al eventual reconocimiento del derecho al disfrute de una pensión de vejez deprecada por la accionante.   

Por lo expuesto, la Sala de Decisión de Asuntos Penales del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 22 de agosto de 2017.

SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales al hábeas data, debido proceso administrativo, mínimo vital y seguridad social de los cuales es titular la señora ALIRIA MONTOYA GRISALES.
TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES que en el término de setenta y dos (72) horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a actualizar la historia laboral de la actora, conforme a los aportes realizados en su favor por la señora María Clemencia Cardona García, y en consecuencia, proceda a iniciar las actuaciones administrativas del caso tendientes al EVENTUAL
 reconocimiento del derecho al disfrute de una pensión de vejez deprecada por la accionante.   

CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Registro de audio del CD obrante a folio 15, minuto 11:45.  


� Sentencia T 069 de 2016. 


� Se considera pertinente aclarar que tal manifestación no constituye un prejuzgamiento respecto de los requisitos que al respecto cumpla o incumpla la señora Aliria, sino que se circunscribe a un deber de analizar sus condiciones específicas por parte de Colpensiones.  
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